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Demandado:

TRANSPORTE METROPOLITANO PERLA DEL OTÚN Y OTROS

Magistrado Ponente: 
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Temas:


RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL / ACCIDENTE DE TRÁNSITO / RESPONSABILIDAD SOLIDARIA / NO ES POSIBLE FRACCIONAR LOS PERJUICIOS ENTRE LOS RESPONSABLES SOLIDARIOS / DAÑO MORAL /  TASACIÓN DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA / DAÑO A LA VIDA DE RELACIÓN NO SE PROBÓ / CONFIRMA/ CONCEDE / De esta regulación se desprende que, si hay dos agentes que causen un mismo daño, deben concurrir, solidariamente, al resarcimiento de los perjuicios que de él deriven. La cuestión es que, fácil se observa, la previsión legal se refiere a la reparación del todo, lo que excluye, por supuesto, que entre los victimarios pueda existir una especie de graduación de su participación causal en el suceso, para efectos de distribuir en porcentajes el monto con el que deben resarcir a la víctima. Esto tiene razón de ser en que, precisamente, el beneficio es para quien padece el menoscabo, frente a una situación de tal naturaleza, esto es, la participación de dos sujetos en su producción, puede elegir, por tratarse de una responsabilidad solidaria, si acciona por el todo contra ambos, o solo frente a uno de ellos, también por la totalidad de lo que se le daba. 

(…)

Ahora bien, en lo que atañe al daño moral, siguiendo de cerca las pretensiones de la demanda y guardar la regla de la congruencia, para la época de la demanda el parámetro establecido por la Sala de Casación Civil de la Corte era, como en efecto lo anuncian los demandantes, del orden de los cincuenta y tres millones de pesos, al que se limitó el pedido, en el caso extremo de la de muerte de una persona. Y en el asunto de ahora, quienes reclaman tal perjuicio son el cónyuge y los hijos de la víctima directa, respecto de quienes, por esa relación estrecha, se erige, como regla de experiencia, que han padecido con todo rigor el deceso de la señora María Lilia Urán de Toro; esto es, que su aflicción se entiende en un alto grado por la pérdida de la esposa y la madre. Y aunque ello pudiera resistir una prueba en contrario, nada hicieron los demandados por destruir aquella inferencia natural. Por tanto, el monto fijado por el funcionario de primer grado no ha debido estar por debajo de la medida establecida por la alta Corporación en su momento; así que se accederá a su incremento a la citada suma de $53’000.000,oo para cada uno de ellos, como víctimas de rebote.
(…)

Diferente es la situación respecto del daño a la vida de relación, porque una lectura de la demanda permite ver que se dejó sin precisar en qué consistió, esto es, de qué forma pudieron alterarse las condiciones habituales de vida de los demandantes, cómo pudo cambiar su rol social o familiar; las pruebas aludidas, solo se refieren a la estrecha relación con la víctima, pero de allí no se sigue, necesariamente, que deba imponerse una condena de este tipo, sin que se demuestre como se afectó ese entorno.
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1- El 25 de diciembre de 2012, a las 12:30 del día, María Lilia Urán de Toro se encontraba en compañía de su esposo Pedro José Toro Gómez y otros familiares sobre la berma, en el costado izquierdo de la vía que del Barrio Cuba conduce al Valle, a la altura de la Avenida de las Américas, entrada a Mercasa, sentido Pereira Cerritos.
2- Por el carril derecho se desplazaba el vehículo jeep de placas WHJ-707, y por el izquierdo,, unos metros más atrás, la buseta SJT-759, conducida por Carlos Arturo Castañeda y afiliada a Transporte Metropolitano Perla del Otún S.A.; el jeep intentó pasar al carril izquierdo y fue impactado por la buseta, salió expulsado y dio contra un árbol, cayó sobre el carril izquierdo y fue otra vez golpeado por la buseta que lo tiró contra una motocicleta estacionada al lado de la berma, y esta fue a dar contra la humanidad de María Lilia, quien resultó con serias lesiones y al día siguiente falleció. 

3- El jeep era de propiedad de José Sebastián Aguirre Hurtado y estaba afiliado a la Cooperativa Integral de Choferes de Pereira; además contaba con un seguro tomado a Seguros del Estado S.A.

4- La buseta pertenecía a la sociedad Sistema de Transporte del Futuro S.A. estaba afiliada a Transporte Metropolitano Perla del Otún S.A. y contaba con un seguro de QBE Seguros S.A.

5- Relatan los daños que se causaron

PRETENSIONES

1- Que se declare la responsabilidad de los demandados.

2- Que se les condene a pagar a los demandantes perjuicios inmateriales (daño moral, daño a la vida de relación, daño moral transmisible). 

RESPUESTAS

Coochoferes, no le constan los hechos; se opone a las pretensiones y objeta el monto de los perjuicios. Propuso como excepción la de falta de causación del daño, porque el suceso es imputable al conductor de la buseta de placas SJT-759. 

Seguros del Estado S.A. propuso como excepciones: (i) el perjuicio moral como riesgo no asumido para transportadores de pasajeros en vehículos de servicio público; (iii) Inexistencia de la obligación solidaria de Seguros del Estado S.A.; (iv) Lucro cesante como riesgo no asumido; (v) Perjuicio fisiológico o daño a la vida de relación como riesgo no asumido por la póliza; (vi) Inexistencia de la obligación. 
Transperla del Otún S.A y Sistema de Transporte del Futuro S.A., se opusieron a lo pedido y formularon como excepciones: (i) rompimiento del nexo causal; (ii) ausencia de responsabilidad; (iii) responsabilidad solidaria respecto de la Cooperativa Integral de Choferes Ltda. y José Sebastián Aguirre Hurtado. 
José Sebastián Aguirre Hurtado, también se opuso; propuso las excepciones de (i) causa extraña, derivada del hecho de un tercero; (ii) prejudicialidad; (iii) prescripción. 

Llamada en garantía QBE Seguros S.A., propuso excepciones frente a la demanda: (i) ausencia de prueba de la responsabilidad del asegurado; (ii) hecho de un tercero; (iii) fuerza mayor; (iv) rompimiento del nexo de causalidad. Respecto del llamamiento: (i) Ausencia de notificación del siniestro; (ii) límite del valor asegurado; (iii) Disponibilidad de pago y agotamiento del valor asegurado; (iv)  
La llamada en garantía Seguros del Estado S.A., reiteró las excepciones. 
HUBO TRANSACCIÓN CON COOCHOFERES.  


SENTENCIA

· Declaró no probadas las excepciones

· Negó el llamamiento en garantía a Seguros del Estado S.A. por Coochoferes. 

· Declaró civilmente responsables a Juan Sebastián Aguirre Hurtado, Transporte Metropolitano Perla del Otún S.A. y Sistema de Transportes del Futuro S.A.

· Los condenó en un setenta por ciento al primero y en un treinta por ciento a las segundas, al pago de los perjuicios morales directos y los transmisibles, con intereses del 6% anual por su falta de pago oportuno. 

· Negó las restantes pretensiones

· Dispuso la reducción de la condena en la cuantía recibida por los demandantes, producto de la transacción con Coochoferes. 

· Declaró que QBE Seguros S.A. debe responder por el dinero a que han sido condenados los demandados.

· Condenó en costas. 

APELACIÓN PARTE DEMANDANTE 

REPAROS 

(i) Por la graduación de culpas respecto de los demandados, que prácticamente exoneró a las sociedades de la obligación. 

(ii) Por haber liberado a Seguros del Estado, ya que fue demandada directamente. 
(iii) Por el monto del perjuicio moral, que ha debido ser con el precedente jurisprudencial.

(iv) Por la negación del daño a la vida de relación, que fue probado. 

(v) Por la reducción ordenada, producto de la transacción. 

TRANSPERLA DEL OTÚN S.A. Y SISTEMA DE TRANSPORTE DEL FUTURO S.A.

(i) La sentencia es contradictoria, porque parte del supuesto de que la culpa en el accidente fue del conductor del jeep, pero termina señalando que también el de la buseta contribuyó por la velocidad. Si el juzgado se inclina por la tesis de la concausalidad debe aplicarse el artículo 2344 del C.C. en el sentido de declarar responsables en forma solidaria de pleno a los demandados. 

(ii) La errada valoración de la prueba testimonial, particularmente del guarda de tránsito, que dejó dicho que el conductor del campero no realizó las conductas previas de precaución antes de cruzar la vía. 
(iii) Es necesario precisar las sumas por las cuales responderá la aseguradora QBE Seguros S.A.

JOSÉ SEBASTIÁN AGUIRRE HURTADO

(i) No declarar probadas las excepciones propuestas, que muestran que la causa del accidente fue el exceso de velocidad de la buseta, que en una instersección debe ser de 30 k/h., es decir que hubo una causa extraña que fue el hecho de un tercero. 

(ii) Por tanto, su conductor y la sociedad Transporte Metropolitano Perla del Otún, son los llamados a responder por la totalidad de los perjuicios. 

(iii) La tasación de los perjuicios morales es excesiva, porque no se demostró la aflicción de los demandados. 

QBE SEGUROS S.A.
(i) Se ignoró su escrito de alegatos de conclusión, en el que se realizó un análisis pormenorizado de los testimonios, para acreditar que la responsabilidad fue exclusiva del conductor del jeep. 

(ii) No se resolvieron sus excepciones frente a la demanda.

(iii) La responsabilidad fue del señor José Sebastián Aguirre Hurtado, de acuerdo con lo que se probó. 

(iv) Se carece de pruebas sobre el exceso de velocidad de la buseta.

(v) La víctima se expuso al daño. 

CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos del proceso concurren cabalmente, lo que permite una decisión de fondo.

2. El asunto puesto a consideración de la Sala está relacionado con la responsabilidad civil extracontractual que se les atribuye a los demandados por los daños causados a los demandantes con el accidente de tránsito en el que se vieron involucrados los vehículos de placas WHJ-707 y SJT-759 y produjo lesiones a la señora María Lilia Urán de Toro que la llevaron a la muerte. 
3. Sea lo primero señalar que la legitimación en la causa emerge clara. Está acreditado que en el suceso fue víctima directa Maria Lilia Urán de Toro, aspecto que a esta altura del proceso nadie discute; que ella falleció, estuvo casada con Pedro José Toro Gómez y dejó como hijos a Geovanny, Wilson de Jesús, Claudia María, Omar Elibier, María Julieta y Magnolia Toro Urán, lo que se acredita con los documentos de folios 24 a 32 del cuaderno 1, quienes demandan para la sucesión y para sí unos perjuicios inmateriales. Y por pasiva, concurren José Sebastián Aguirre Hurtado, propietario del vehículo de placas WHJ-707, calidad aceptada al absolver interrogatorio (f. 189, c. 1); la Cooperativa Integral de Choferes de Pereira, a la que está afiliado y con la que se transigió; Seguros del Estado S.A., garante de estos dos; Sistema de Transportes del Futuro S.A., propietaria del automotor de placas SJT-759 y Transporte Metropolitano Perla del Otún, a la que está afiliado, a quienes se les imputa el daño. 

4. Corresponde a la Sala resolver si confirma el fallo en los términos en que fue proferido, lo modifica en la forma pretendida por los demandantes o lo revoca como reclaman los demandados y una de las llamadas en garantía.
5. Se recuerda, brevemente, que se trata de una responsabilidad civil extracontractual que se le endilga a los mencionados demandados, entre ellos a Seguros del Estado S.A., como compañía aseguradora, en forma directa, por los daños de carácter extrapatrimonial causados a los accionantes, por causa del accidente ocurrido el 25 de diciembre de 2012, en el sector de Mercasa, en Pereira, en el que los vehículos de placas WHJ-707 y SJT-759, ambos de servicio público, colisionaron, con tan mala fortuna que el primero de ellos, producto del impacto, impulsó una motocicleta que se hallaba estacionada en ese sitio y fue a dar contra la humanidad de la señora María Lilia Urán de Toro, quien falleció al día siguiente. 

El Juzgado improbó las excepciones, negó el llamamiento en garantía que Coochoferes le hizo a Seguros del Estado S.A., declaró civilmente responsables a Juan Sebastián Aguirre Hurtado, Transporte Metropolitano Perla del Otún S.A. y Sistema de Transportes del Futuro S.A., los condenó en un setenta por ciento al primero y en un treinta por ciento a las segundas, al pago de los perjuicios morales directos y los transmisibles, con intereses del 6% anual por la falta de pago oportuno, negó las restantes pretensiones, dispuso la reducción de la condena en la cuantía recibida por los demandantes, producto de la transacción con Coochoferes, declaró que QBE Seguros S.A. debe responder por el dinero a que han sido condenados los demandados y condenó en costas. 

Apelaron los demandantes, las sociedades demandadas y la llamada en garantía y, por razones de método, la disertación de la Sala se concentrará, en su orden, en estos aspectos: (i) la responsabilidad, pues Transperla del Otún S.A. Sistema de Transporte del Futuro S.A. Seguros S.A. y QBE  insisten en que fue la imprudencia del conductor del jeep la que determinó el accidente; mientras que este aduce que lo fue la excesiva velocidad que llevaba el conductor de la buseta; (ii) si fuera el caso, se aludirá a la graduación que hizo el juzgado entre los demandados, que es asunto discutido por ellos y los demandantes; (iii) posteriormente, se hará referencia a la  tasación de los perjuicios que para los demandados fue excesiva, mientras que para los demandantes desconoció los parámetros jurisprudenciales, fuera de que se negó el daño a la vida de relación que se ha debido conceder, porque está probado; (iv) enseguida se analizará si acertó el Juzgado al liberar a Seguros del Estado S.A. de la responsabilidad que se le imputó en forma directa, al disponer la reducción de la condena por causa de la transacción, y al no concretar las sumas por las que debe responder la aseguradora QBE Seguros S.A. . 
Desde ya se anuncia que el último reparo que hace la aseguradora QBE Seguros S.A., relacionado con la exposición imprudente de la víctima al daño, es un asunto por entero novedoso en esta sede, sobre el que nada se dijo en primera instancia y traerlo a colación a estas alturas impediría a los demandantes ejercer cabalmente su derecho de defensa, pues no fue sobre ese punto que se estructuró la defensa. Por tanto, no será considerado por la Sala. 

6. Atendiendo el derrotero trazado, se recuerda que, genéricamente, quien causa un daño a otro, debe resarcirlo, según señala el artículo 2341 del Código Civil, siempre que se demuestre, y esa es carga de quien invoca la responsabilidad, que hubo el hecho, que medió culpa del agente, que hubo un daño y que entre aquella y este existió un nexo causal. 

Sin embargo, cuando se trate del ejercicio de una actividad peligrosa, de aquellas que enuncia el artículo 2356 del mismo estatuto, se aligera la carga probatoria del demandante, porque lleva envuelta una presunción de culpa, de manera que a la víctima le incumbe probar, simplemente, el hecho, el daño y el nexo causal, en tanto que el agente, para liberarse de responsabilidad, debe acreditar, como eximente, una fuerza mayor o un caso fortuito, el hecho exclusivo de un tercero o de la víctima, es decir, que la discusión se da en el ámbito de la causalidad y no de la culpabilidad.

Ahora, cuando de una actividad de ese tipo se trata, varias situaciones fácticas pueden presentarse: que el agente del daño la despliegue, pero no la víctima; que tanto el victimario como la víctima la desarrollen; que sean dos victimarios, ambos ejecutando una actividad de ese tipo y una víctima ajena a ella. Es el caso de dos vehículos que colisionan y, producto de ese mismo suceso, resulta afectado un pasajero, o un peatón, como ocurre en esta ocasión, por lo que será sobre esta hipótesis que gire el análisis respectivo. 

Establece el artículo 2344 del C. Civil, que “Si un delito o culpa ha sido cometido por dos o más personas, cada una de ellas será solidariamente responsable de todo perjuicio procedente del mismo delito o culpa, salvas las excepciones de los artículos 2350 y 2355”, salvedades que no se avienen al presente asunto.

De esta regulación se desprende que, si hay dos agentes que causen un mismo daño, deben concurrir, solidariamente, al resarcimiento de los perjuicios que de él deriven. La cuestión es que, fácil se observa, la previsión legal se refiere a la reparación del todo, lo que excluye, por supuesto, que entre los victimarios pueda existir una especie de graduación de su participación causal en el suceso, para efectos de distribuir en porcentajes el monto con el que deben resarcir a la víctima. Esto tiene razón de ser en que, precisamente, el beneficio es para quien padece el menoscabo, frente a una situación de tal naturaleza, esto es, la participación de dos sujetos en su producción, puede elegir, por tratarse de una responsabilidad solidaria, si acciona por el todo contra ambos, o solo frente a uno de ellos, también por la totalidad de lo que se le daba. Es así como lo ha entendido la doctrina, según puede leerse en el Tratado de Responsabilidad Civil de Javier Tamayo Jaramillo, T. 1, p. 45; o en el Tratado Práctico de la Responsabilidad Civil de Mazeaud y Tunc, tomo 2-2, edición 1977, que aunque con serios reparos de su parte, admiten que la jurisprudencia francesa se inclina hacia la obligación por la totalidad para cada uno de los autores del hecho (p. 177), con la claridad de que en el estatuto civil francés no se consagra explícitamente la solidaridad que sí contiene el nuestro, sino que se parte de la interpretación amplia del artículo 1382, que se asemeja a nuestro artículo 2341.
El órgano de cierre en la jurisdicción ordinaria ha tratado el tema de tiempo atrás. Dijo, por ejemplo, en una sentencia del 5 de noviembre de 1998, en el expediente 5002, con ponencia del Magistrado Rafael Romero Sierra, que:

Bien es verdad que cuando varios son los sujetos responsables de un mismo hecho dañoso, todos ellos están obligados solidariamente a la indemnización respectiva, pues claramente establece el artículo 2344 del código civil que, con apenas las salvedades de las hipótesis consagradas en los artículos 2350 y 2355 del mismo ordenamiento normativo, "si un delito o culpa ha sido cometido por dos o más personas, cada una de ellas será solidariamente responsable de todo perjuicio procedente del mismo delito o culpa".

La teleología de la norma es clara de por sí, y no puede ser entendida sino en beneficio de la víctima, en el sentido de que, en el caso de concurrencia de ofensores, y en tanto les sea imputable, cada cual responde de todo perjuicio.

Solidaridad respecto de la cual viene diciendo esta Sala desde antaño "no es otra cosa que el producto de una imposición legal, establecida en interés del acreedor damnificado, en cuya operancia aquello que en realidad juega papel preponderante, no es el proceso mismo generador del daño, sino su resultado" (CLII, p. 123).

Llegándose a este punto, fluye certera la idea de que tras la solidaridad así expuesta no cabe acomodar interpretaciones que anonaden el propósito legislativo y vayan más bien en desmedro de la víctima, como es la que aquí ensaya la recurrente, cuando, al querer sacar provecho de que los distintos responsables han sido perseguidos por separado, pretende que los efectos de las diversos procesos se entremezclen del modo que más convenga a sus intereses.

Y más recientemente, en la sentencia SC13594, del 6 de octubre de 2015, con ponencia del Magistrado Luis Armando Tolosa Villabona, que: 
Es incontrastable, conforme lo prevé el artículo 2344 del Código Civil, en materia de responsabilidad civil extracontractual, es principio general, cuando hay pluralidad de sujetos obligados, se predica la solidaridad pasiva, sin importar que el mismo resultado dañino sea atribuido a una o a varias conductas separables entre sí.

La última hipótesis concierne con la llamada coautoría, en cuyo caso, al decir de la Corte, el “(…) deber indemnizatorio ha de catalogarse como concurrente y, por lo tanto, frente a la víctima, lo que en verdad hay son varios responsables que a ella le son extraños y respecto de los cuales cuenta con una verdadera opción que le permite demandarlos a todos o a aquél de entre ellos que, de acuerdo con sus intereses, juzgue más conveniente (…)”
.

Sucede lo propio en la colisión de dos automotores terrestres, verbi gratia, uno de servicio público de transporte de personas y otro particular, hecho del cual resulta efectivamente afectado un pasajero. En palabras de la doctrina, es el “(…) ejemplo de Ticio, que transportado en un autobús, sufre un daño en su persona por culpa de su conductor y del otro vehículo que choca con el autobús (…)”
, evento en el cual, al decir de la Sala, “(…) la víctima puede optar por demandar a uno u otro conductor o propietario de los vehículos accidentados, o a ambos si así lo desea (…)”
. 

La razón de ser de lo anterior estriba en que, sin perjuicio de los efectos internos de la solidaridad, el tercero perjudicado con el ejercicio de esa actividad, considerada sin discusión alguna como peligrosa, no está precisado a soportar sus consecuencias nocivas, y porque en adición, en el contrato de transporte la obligación del transportador es la de asegurar la integridad absoluta de los pasajeros y de llevarlos sanos y salvos a su lugar de destino.

Además, por cuanto la posibilidad del damnificado de reclamar a todos o a cada uno de los responsables solidarios, tiene como mira garantizar a aquél la reparación integral de los daños causados. Si los agentes dañosos son demandados por separado, tiene sentado esta Corporación, “(…) en tesis general, no da lugar a que se comunique la respectiva definición judicial en relación con los demás sujetos (…) que no han sido demandados o que lo son en otro proceso; salvo, claro está, en lo que sea para evitar que haya un doble o múltiple pago de la indemnización”
. 

7. Para ir decantando la situación, es claro que la ocurrencia del suceso mismo, en el que la señora Maria Lilia Urán de Toro recibió el impacto de una motocicleta, después de que fuera desplazada por el jeep, y este, a su vez, arrastrado por la buseta, no es tema que se discuta, con lo que, en principio, presumida la culpa, como se ha señalado, en este caso en los dos agentes que desarrollaban la actividad peligrosa, y establecido también que ella falleció un día después, solo queda por establecer si, como lo alegan cada uno de los demandados, se rompió el nexo causal, porque hubo una causa extraña derivada del hecho de un tercero, de tal magnitud, que fue el factor determinante en la producción del daño. 
Concretamente, para Transperla del Otún S.A., Sistema de Transporte del Futuro S.A., y la aseguradora, todo derivó de la imprudencia del conductor del jeep, que invadió el carril izquierdo por el que se desplazaba la buseta; y para José Sebastián, la velocidad excesiva de quien llevaba el volante de la buseta, fue la causa única del golpe que recibió el jeep, que luego de dar contra un árbol, volvió a la vía, fue arrastrado y dirigido contra una motocicleta que, a la postre, afectó a la víctima. 

Para aludir a los reparos de las partes sobre la responsabilidad, se tiene que las sociedades tildan la sentencia de contradictoria, ya que empieza por reconocer que la “culpa” en el accidente fue del conductor del jeep, pero termina diciendo que también el de la buseta participó en el resultado por la velocidad que llevaba; y si se trata de concausalidad debe aplicarse el artículo 2344 del C. Civil, en el sentido de declarar la responsabilidad solidaria plena de los demandados.  Valga señalar que, precisamente, esto último es lo que ha dejado sentado la Sala líneas atrás, al decir que no se puede fraccionar, en perjuicio de la víctima, la responsabilidad, por efectos de esa solidaridad. Ahora, en cuanto a la discordancia del fallo, aunque en apariencia pudiera decirse que efectivamente se da, al final  quedó claro para el Juzgado que al suceso fatal contribuyeron las dos conductas, la del que atravesó la vía en busca del carril izquierdo por donde se movía la buseta, y la de quien conducía esta, que por la velocidad que llevaba ninguna maniobra pudo realizar para evitar el contacto con el jeep, con tan mala fortuna que lo arrastró y arrojó contra la motocicleta que luego golpeó a María Lilia. 

Y no se diga que en ello hay una indebida valoración probatoria, que es una crítica que también hace el codemandado Aguirre Hurtado. Es evidente, porque así lo reconoció este último al absolver el interrogatorio, que para el día del accidente él realizo una maniobra que consistió en pasar del carril derecho al izquierdo, para recoger a la familia de la víctima, que se hallaba en el centro de la vía; y aunque trato de justificarse en el hecho de que para cuando fue impactado por la buseta ya estaba sobre dicho carril, esto es, el izquierdo, lo desmienten los testimonios recolectados. Por ejemplo, Carlos José Ramírez Pinzón (f. 2, c. 4) dijo que estaba en Mercasa, esperando a la familia de María Lilia, que iba para su finca; se pasaron al separador, venía un jeep por el lado derecho y fue mermando para ubicarse a la izquierda, “en esas venía una buseta, él esperó que pasara, él siguió metiéndose y más atrás venía otra buseta, entonces yo vi que la buseta venía y el bus (sic) siguió metiéndose hacia la izquierda, en ese momento yo pensé la buseta por qué no frenó, ahí fue cuando la buseta impactó con el jeep en la parte de atrás en la esquina izquierda” y agregó que el conductor del jeep los vio reunidos a todos en ese sitio, en la bahía, y “ahí fue donde él se fue metiendo hacia la izquierda”; también explicó que no supo por qué la buseta no paró, dado que la distancia que traía del jeep “daba como para que ella hubiera reaccionado en ese momento y no hubiera impactado el jeep”. 

Adrián Mauricio Vanegas Osorio (f. 3, c. 7), dijo que presenció el accidente, pues se encontraba en la portería de Mercasa, esperando que lo recogieran; explicó que vio un jeep que hizo un pare al lado derecho, para luego hacer el cruce a recoger unos pasajeros que lo estaban esperando; en el mismo momento en que empezó a hacer el cruce con sus respectivas luces, apareció una buseta a alta velocidad, no entiende por qué iba tan ligero; en el momento que el jeep hace el cruce la buseta lo alcanza y lo impacta. 

Y Natalia de Jesús Ramírez Rincón (f. 3, c. 9), explicó que estaba con su familia esperando un jeep; oyeron que alguien decía que ya venía, entonces miró y vio una buseta que venía como muy rápido y el jeep trató de cruzar al lado izquierdo y de un momento a otro vio que este pegó contra un árbol; agregó que en el momento en que venía la buseta, el jeep estaba tratando de voltear hacia la izquierda.
Estas versiones de personas que, sin ninguna prevención, narraron lo que pudieron percibir, fueron espontáneas, dieron cuenta, en lo posible, de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrió el suceso, y no se vislumbran parcializadas, con lo cual resultan dignas de crédito, permiten a la Sala concluir, como se hizo en primera instancia, que ambos conductores confluyeron en la causación del daño, en la medida en que uno de ellos se desplazó de derecha a izquierda sin la debida precaución, en una vía de doble carril en la que circulan con regularidad otros vehículos, a recoger unos pasajeros en el separador de las dos calzadas, cuando lo propio es que lo hiciera sobre la berma del lado derecho de la vía. Entre tanto, el otro, dicen los deponentes, venía circulando por la misma vía, en igual sentido, a una velocidad que le impidió, a pesar de la distancia que tenía, reaccionar frente a la aparición del jeep. 

Es evidente que el agente de tránsito Juan Carlos López Henao (f. 23, c. 4), contrario a lo que reclaman las sociedades demandadas, ningún aporte efectivo le hace al proceso, por cuanto se trata de un testigo de oídas, que no presenció el hecho y que lo que plasmó en su informe corresponde, simplemente, a las versiones que le fueron rendidas por otras personas. En cambio, son más verosímiles las atestaciones ya reseñadas, porque se percataron, de manera directa, de la imprudencia de ambos conductores, uno por girar inopinadamente, y el otro por circular a alta velocidad y no realizar, pudiendo hacerlo por la distancia, una maniobra, mínima, aunque fuera, tendiente a evitar el accidente. A este respecto, cumple anotar que tal velocidad puede deducirse del hecho de que el jeep saliera de la vía, chocara con un árbol, regresara y, sin embargo, siguiera siendo arrastrado por la buseta hasta enviarlo contra la moto. Si en realidad la velocidad hubiera sido adecuada, en el primer impacto tendría qué haber frenado o, por lo menos, cambiado su dirección para evitar un nuevo contacto. Esto descarta aquella crítica de QBE Seguros S.A. que se sustenta en la falta de prueba del exceso de velocidad. 
Lo cierto de todo es que, se insiste en ello, la prueba de una eximente de responsabilidad les incumbía a los demandados y ninguno de ellos cumplió el cometido de llevar al juez al convencimiento de que la causa adecuada en el suceso provino solo de uno de los extremos (buseta o jeep). 

Se completa, entonces, el cuadro de la responsabilidad, porque hubo un hecho, se produjo un daño, la culpa se presume, y el nexo causal está acreditado, sin eximente alguna que se hubiera podido demostrar por parte de ninguno de los demandados, lo que indica que sus reparos en este expreso punto carecen de sustento. 
En consecuencia, concurrentes como fueron en la producción del daño, se abría paso la solidaridad, en los términos del artículo 2344 analizado, aspecto sobre el cual se reitera que, en beneficio de la víctima, cada uno debe responder por la totalidad de los perjuicios irrogados y no por una fracción, como bien lo discute la parte demandante en su primer reparo en el que, por tanto, tiene razón. De ahí que, en ese aspecto, la sentencia tendrá que ser modificada. 
Lo dicho sirve para responder a otro de los reparos que hacen el codemandado José Sebastián Aguirre Hurtado y la QBE Seguros S.A., relacionado con que no se resolvieron las excepciones propuestas, pues estaban llamadas al fracaso, incluso la de prescripción que aquel planteó, porque, más parece haber sido tomada de un formato que corresponder a los hechos que aquí se debaten, si bien, ninguna explicación se brindó del porqué en este evento, el paso del tiempo pudo afectar el derecho. En todo caso, es evidente su improsperidad, por cuanto el accidente ocurrió el 25 de diciembre de 2012, la demanda se promovió el 13 de septiembre de 2013, y él contestó el 20 de enero de 2014, esto es, pasado un poco más de un año, cuando frente a una responsabilidad extracontractual, lo propio es acudir a los términos del artículo 2536 del C. Civil, modificado por el 8° de la Ley 791 de 2002, que, es evidente, no se habían superado.   

8. Establecido lo anterior, sigue revisar lo atinente a los perjuicios, asunto sobre el cual también replican los demandantes y el codemandado José Sebastián Aguirre Hurtado. 
Se recuerda que el Juzgado solo reconoció a los demandantes los perjuicios morales reclamados, en cuantía de cincuenta millones de pesos para el cónyuge; cuarenta millones para casa uno de los hijos y dieciocho millones para todos ellos como transmisibles. 
Sostienen estos últimos que la cuantificación del daño moral ha debido regirse por el precedente jurisprudencial; y que no hubo fundamento para negarles la reparación del daño a la vida de relación que fue demostrado. El señor Aguirre Hurtado, en cambio, dice que la cuantificación fue excesiva 

Sobre el daño moral y el daño a la vida de relación, denominado en otras épocas fisiológico, se ha dicho que el primero se refleja en la esfera interior de la persona, por el dolor, la aflicción, la congoja que padece, producto de una lesión que se le ha infligido; en tanto que, el segundo, obedece a las consecuencias de orden externo que de allí emergen, por la frustración que se le causa en lo social, en lo familiar, en lo cotidiano. Es, diríase, soportar un cambio en las condiciones normales de vida, contra la voluntad de la persona que ha padecido el daño. Así lo recordó la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia del 17 de noviembre de 2016, SC16690-2016, con ponencia del Magistrado Álvaro Fernando García Restrepo, en la que se rememoró la del 13 de mayo de 2008, radicado 1997-09327-01, que incursionó, en sede ordinaria, en el reconocimiento del daño a la vida de relación. 

En esas providencias se reitera, lo que ya es tesis decantada, acerca de que el valor a reconocer por estos conceptos, precisamente por la naturaleza del daño, debe provenir del arbitrio judicial, y por ello, son las altas Cortes las encargadas de ir fijando unos parámetros. Tal arbitrio, parte del supuesto de que el daño esté probado. La cuestión es que en estas materias, el perjuicio moral admite unas reglas de convicción un tanto más laxas que en el daño a la vida de relación, en la medida en que, para aquel, se aceptan en general presunciones de hombre, incluso, que dejan ver que la víctima y sus familiares más cercanos, sin perjuicio de que existan otras personas que de rebote sufran las consecuencias del daño irrogado a la víctima, quedan marcados por la tristeza de perder a su ser querido, o de verlo postrado, o sufriendo por las consecuencias de la lesión (Corte Suprema de Justicia, Sala de casación Civil, sentencia de septiembre 30 de 2016, SC13925-2016, radicado 05001-31-03-003-2005-00174-01, M.P. Ariel Salazar Ramírez). 
Para el daño a la vida de relación, por el contrario, la prueba tiene que orientarse de manera diferente, como acertadamente señala la doctrina, por ejemplo, Sergio Rojas Quiñones, en su texto ”El daño a la persona y su reparación”, p. 135, porque no basta sufrir la lesión, o la mera cercanía, sino que es menester demostrar con suficiencia de qué manera se alteraron las condiciones de vida de quien pretende su reconocimiento. 

Ahora bien, en lo que atañe al daño moral, siguiendo de cerca las pretensiones de la demanda y guardar la regla de la congruencia, para la época de la demanda el parámetro establecido por la Sala de Casación Civil de la Corte era, como en efecto lo anuncian los demandantes, del orden de los cincuenta y tres millones de pesos, al que se limitó el pedido, en el caso extremo de la de muerte de una persona. Y en el asunto de ahora, quienes reclaman tal perjuicio son el cónyuge y los hijos de la víctima directa, respecto de quienes, por esa relación estrecha, se erige, como regla de experiencia, que han padecido con todo rigor el deceso de la señora María Lilia Urán de Toro; esto es, que su aflicción se entiende en un alto grado por la pérdida de la esposa y la madre. Y aunque ello pudiera resistir una prueba en contrario, nada hicieron los demandados por destruir aquella inferencia natural. 
Por tanto, el monto fijado por el funcionario de primer grado no ha debido estar por debajo de la medida establecida por la alta Corporación en su momento; así que se accederá a su incremento a la citada suma de $53’000.000,oo para cada uno de ellos, como víctimas de rebote. 
Se mantendrá, en cambio, la cuantía señalada para la sucesión de María Lilia Urán, por cuanto carece la Sala de elementos probatorios que indiquen la magnitud de su padecimiento que se prolongó solo por un día, pues lamentablemente falleció al siguiente de haber sido ingresada por urgencias.   
Esto, claro está, responde negativamente a la las expectativas del codemandado Aguirre Hurtado, de que se reduzcan tales montos. 
Diferente es la situación respecto del daño a la vida de relación, porque una lectura de la demanda permite ver que se dejó sin precisar en qué consistió, esto es, de qué forma pudieron alterarse las condiciones habituales de vida de los demandantes, cómo pudo cambiar su rol social o familiar; las pruebas aludidas, solo se refieren a la estrecha relación con la víctima, pero de allí no se sigue, necesariamente, que deba imponerse una condena de este tipo, sin que se demuestre como se afectó ese entorno. 

No se puede olvidar que, como lo dijo la Corte en la sentencia SC 7824-2016 del 15 de junio de 2016. MP Margarita Cabello Blanco “…ante una reclamación judicial, no puede la víctima dejar al juez conjeturar las repercusiones concretas de esa situación perjudicial y, en el presente asunto, la afectada se despreocupó de indicar las particularidades del detrimento denunciado, luego., no es dable aseverar su existencia real, determinada y concreta”, criterio adoptado por esta Corporación, como se puede consultar en la sentencia del 16 de febrero del presente año, proferida en el radicado 2012-00240-01, con ponencia del Magistrado Duberney Grisales Herrera, o en la del 6 de marzo, radicado 2015-00159-02, con ponencia de quien habla.
Se confirmará, en consecuencia, el fallo en este punto. 

9. Del disenso plasmado por los demandantes quedan por elucidar dos asuntos. 

El primero es la crítica que nace de la absolución de Seguros del Estado S.A. como demandada directa, pues para ellos, en virtud del contrato aseguraticio, asumió la calidad de tercero civilmente responsable y le incumbe acudir como garante del asegurado, quien debe resarcir los perjuicios inmateriales, el daño emergente derivado del traslado del cuerpo de la víctima a Itagüí, y las costas a que se condenó a su patrocinado. 

Salta a la vista que en el libelo ninguna reclamación se incluyó relacionada con el daño emergente; por tanto, ese reparo se cae por su propio peso, pues la sentencia debe ser congruente con lo que se pidió en el escrito inicial, a menos que por disposición legal el juez deba, de oficio, pronunciarse sobre otros aspectos íntimamente relacionados, que no es lo que aquí ocurre. 
Por otro lado, el Juzgado fue explícito al señalar que en la póliza aportada se incluyó como riesgo asegurado el perjuicio moral, siempre que se causaran también perjuicios materiales; y como en este caso nada de ello se estudió, debido a que las pretensiones se encaminaron exclusivamente al reconocimiento de los de orden extrapatrimonial, se tornaba imposible cargar a la aseguradora con ese pago, dado que en el contrato de seguro, como bien se insinuó en el fallo, impera la autonomía de la voluntad, en los términos del artículo 1056 del C. de Comercio.

Y en relación con las costas, baste señalar que Coochoferes, por causa de la transacción parcial que aceptó el Juzgado, no fue condenada por tal rubro, así que nada tendría que cubrir la aseguradora.  
El segundo punto se refiere a la reducción ordenada por causa de la transacción. A decir verdad, extraño resulta para la Sala que sea la parte demandante la que discuta este aspecto, que es elemental: si ya recibió un pago parcial de la indemnización que aquí reclama por parte de Coochoferes, con quien transó parcialmente, ya se sabe que en la suma de $110’000.000,oo según informó en su escrito de apelación, para evitar un enriquecimiento injustificado, que es ajeno al propósito de la responsabilidad civil, debe deducirse ese monto de la condena total impuesta a los otros demandados, porque si bien al comienzo quedó dicho que la solidaridad implica que cada uno deba responder por la totalidad, no significa ello que pueda desconocerse el valor recibido de uno de los deudores implicados. De lo que se trata es de que, de uno, o de todos los deudores, reciba el acreedor el pago de lo que se le debe, pero nada más. 
Quiere decir que también se prohijará el fallo en lo que a estos temas concierne. 

10. Finalmente, se asume el análisis de la réplica de las sociedades demandadas que atañe a que deben precisarse las sumas por las cuales debe responder QBE Seguros S.A. ya que el llamamiento en garantía se hizo con apoyo en dos pólizas por cuenta de Transperla del Otún S.A., una básica que tiene cobertura de 60 salarios mínimos legales mensuales y la del exceso que funciona como segunda capa para cuando la primera no alcance a cubrir las sumas objeto de indemnización. 

También estima la Sala que la apreciación del recurrente es equivocada, porque el Juzgado, a pesar de que, efectivamente, se abstuvo de señalar una suma precisa, hizo alusión concreta a las dos pólizas, y halló que una corresponde a un valor asegurado de 60 salarios mínimos legales mensuales vigentes, en tanto que la que se expidió en exceso, contiene un valor asegurado de 200 millones de pesos, a partir de lo cual dijo, en su motivación y luego en la resolutiva, que quedaban comprometidas ambas, hasta el límite allí establecido. 
Por tanto, nada debe modificarse sobre lo resuelto. 

11. Recapitulando se tiene que se confirmará el fallo protestado, pero se modificará el ordinal cuarto, en cuanto la condena se hará de manera solidaria por el todo y se incrementará el valor del perjuicio moral reconocido a favor de cada uno de los demandantes, a la suma de cincuenta y tres millones de pesos; el denominado perjuicio moral transmisible se mantendrá en la suma indicada por el Juzgado, pero a favor de la sucesión de María Lilia Urán y no de los demandantes específicamente considerados. Como consecuencia de lo anterior, se deberá modificar también el ordinal séptimo, pues la condena en costas también será solidaria. Además, se señalará que las agencias en derecho, que necesariamente se ven afectadas por esta modificación, deberán ser nuevamente señaladas por la funcionaria de primer grado, tanto más cuando desde la vigencia del Código General del Proceso, tal fijación debe hacerse por fuera de la sentencia, según se desprende de la redacción del artículo 365, si bien se puede ver que ya no ocurre, como en el CPC, modificado por la Ley 1395 de 2010, que ellas se tenían que especificar en la providencia en que se impusieran las costas. 

Como la sentencia fue apelada por ambas partes y no ha de ser confirmada ni revocada totalmente, es improcedente condena en costas en esta sede, de acuerdo con lo previsto por los numerales 3 y 4 del artículo 365 del CGP. 

DECISION

En armonía con lo discurrido, el Tribunal Superior de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia del 2 de febrero de 2017, dictada por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira en el proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual que Pedro José Toro Gómez, Geovanny, Wilson de Jesús, Claudia María, Omar Elibier, María Julieta y Magnolia Toro Urán, promovieron contra José Sebastián Aguirre Hurtado, la Cooperativa Integral de Choferes de Pereira, Seguros del Estado S.A., Sistema de Transportes del Futuro S.A., y Transporte Metropolitano Perla del Otún, a la que se llamó en garantía a QBE Seguros S.A., con las siguientes modificaciones: 

1. El ordinal CUARTO quedará así: 

“CUARTO: En consecuencia, se condena a José Sebastián Aguirre Hurtado, Sistema de Transportes del Futuro S.A. y Transporte Metropolitano Perla del Otún S.A. a pagar a los demandados, solidariamente, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la ejecutoria de esta sentencia, las siguientes sumas de dinero: 

a. CINCUENTA Y TRES MILLONES DE PESOS ($53’000.000,oo) a favor de cada uno de los demandantes, esto es, Pedro José Toro Gómez, Geovanny, Wilson de Jesús, Claudia María, Omar Elibier, María Julieta y Magnolia Toro Urán, a título de perjuicios morales propios. 
b. DIECIOCHO MILLONES DE PESOS (18’000.000,oo) a favor de la sucesión de Maria Lilia Urán de Toro, por concepto del perjuicio moral que a ella se le causó. 

c. La falta de pago oportuno de estas sumas generará intereses del 6% anual.” 
2. El ordinal SÉPTIMO, quedará así: 

“SÉPTIMO: Se condena a los demandados José Sebastián Aguirre Hurtado, Sistema de Transportes del Futuro S.A. y Transporte Metropolitano Perla del Otún S.A. a pagar las costas del proceso a favor de la parte demandante. Por separado se fijarán las agencias en derecho”. 

Esta decisión se notifica en estrados. 

Los Magistrados, 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
DUBERNEY GRISALES HERRERA
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